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ANÁLISIS DEL CASO DESAPARECIDOS 
DEL PALACIO DE JUSTICIA
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia absolvió al coronel 
Plazas Vega con base en los siguientes argumentos:
13.1 En punto de la trascendencia de los errores propuestos en la demanda en materia 
de valoración de la prueba, la Sala encuentra suficientes razones para modificar el 
sentido de la sentencia, dado que en virtud de los mismos no se alcanza el grado de 
convicción que se exige para condenar al procesado por la desaparición de Carlos 
Rodríguez Vera e Irma Franco Pineda, ni a título de autor mediato en estructuras 
organizadas de poder, tampoco a través de la figura de posición de garante o como 
coautor […].
De acuerdo con lo anterior, no es posible atribuir al acusado PLAZAS VEGA haber 
transmitido al subordinado suyo el mensaje mencionado, ni afirmar que estuviera 
enterado del traslado al dispensario de la Brigada, de los conductores del Consejo de 
Estado rescatados en el Palacio de Justicia la mañana del jueves siete.96
Se trata de una solicitud muy puntual: dar un recado y nada más; eso no 
quiere decir rotunda y categóricamente que había plena coordinación entre los 
miembros de la Fuerza Pública para incurrir en desapación de personas y que, por 
ende, la de Carlos Rodríguez Vera e Irma Franco fuera imputable a Plazas Vega, 
pues la comunicación nada tiene que ver con ellos.
96 Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP-17466-2015 del 16 de diciembre de 2015, Radicación 38957, folio 203.
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Tampoco lo reconoce como coautor por posición de garante, puesto que los 
liberados del Palacio de Justicia en ningún momento quedaron a su disposición; 
por orden del general Arias Cabrales, el proceso de identificación e interrogato-
rio de los sospechosos estuvo a cargo del comandante del B-2, coronel Sánchez 
Rubiano, quien ejercía la coordinación de todos los elementos de inteligencia que 
operaron en la Casa del Florero y, en esas condiciones, le correspondía velar por 
su integridad física. Por supuesto, no hay prueba demostrativa de que ordenara el 
traslado de Carlos Rodríguez e Irma Franco a alguna unidad militar o que hubiera 
avalado lo dispuesto en tal sentido.
Contrario a lo que se dijo en la discusión, este caso no es similar al que deci-
dió la Corte por la masacre de Mapiripán, porque la situación fáctica probada en 
ese proceso dio cuenta de que el oficial condenado fue informado de que miem-
bros de los grupos paramilitares iban a incursionar en esa localidad, de modo que 
a partir de ese momento asumió la posición de garante y le correspondía actuar 
para evitar la acción delictiva. En el caso de Plazas Vega, los liberados del Palacio 
no quedaron a su cargo, de modo que la fuente de riesgo que podría depender de 
una posición de garante no es aplicable. 
En síntesis, se descarta la autoría mediata en estructuras organizadas de 
poder. El Ejército como institución no estuvo al margen de la ley; el hecho de que 
algunos de sus miembros aprovecharan su condición de integrantes del mismo 
para cometer delitos o que dentro de la estructura jerárquica propia se emitieran 
órdenes orientadas a ese fin no se enmarca en la teoría de la autoría mediata en 
aparatos organizados de poder y menos que en esta pudiera ubicarse al coronel 
Plazas Vega, pues no hay una prueba contundente demostrativa de que diera ins-
trucciones para que desaparecieran a Carlos Rodríguez e Irma Franco.
La expresión “Esperamos que si está la manga no aparezca el chaleco”, surgida 
en el diálogo entre Arcano 5 (general Sadovnick) y Arcano 2 (coronel Sánchez 
Rubiano) no puede utilizarse para vincular a Plazas con la desaparición de las 
víctimas señaladas en este proceso. Se explica que esta surgió entre estos dos 
oficiales porque el primero era el segundo comandante y jefe del Estado Mayor 
de la Brigada 13 y el segundo, el comandante del B-2 de la misma Brigada, que 
tenía a su cargo lo relativo a los liberados del Palacio de Justicia y disponía cómo 
se clasificaban, qué se hacía con ellos, a dónde se remitían, etc., asunto en el que 
Plazas no tenía incidencia.






Se menciona que Irma Franco fue sacada de la Casa del Florero y llevada a 
la Escuela de Caballería. Al respecto hay que decir: i) no hay prueba de que ello 
hubiera sido por disposición del condenado; ii) la vigilancia y guarda de la Casa 
del Florero fue asignada a unidades del Batallón de Policía Militar; iii) en ese 
hecho no participaron miembros de la Escuela de Caballería, y iv) si hubo tras-
lado, fue al área de coordinación reservada de la cual era responsable el B-2, que 
no es de la Escab, pues allí se hacían interrogatorios; luego, el mando que Plazas 
tenía en la Escuela no implicaba indefectiblemente que lo tuviera en esa zona y 
así ha quedado expuesto.
Por eso, lo aseverado en cuanto a que por el mando que tenía en el área en 
cuestión tenía posición de garante constituye una manifestación sin soporte de 
alguna índole y, por lo mismo, se torna inaceptable, pues parte de una premisa 
falsa consistente en que tenía mando en la misma y ello está desvirtuado.97
Pero según la prueba, no existen indicios que permitan establecer con el grado de 
convencimiento que se precisa para condenar, que en los actos reprobables partici-
para el acusado PLAZAS VEGA, ni que los mismos puedan atribuírsele a título de 
autor mediato por hacer parte de una estructura organizada de poder, conforme con 
lo dicho en precedencia, o bajo la modalidad de posición de garante o simplemente 
como coautor.98
Antes de comenzar el análisis del caso indicamos que nos apartábamos por 
completo de la decisión absolutoria proferida por la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia, en razón a que el coronel Plazas Vega ha debido ser 
condenado en calidad de autor mediato dentro de una estructura de poder organi-
zado, como lo fue el Ejército Nacional, para perpetrar los hechos descritos en el 
numeral 10399 de la sentencia proferida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos.
97 Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP-17466-2015 del 16 de diciembre de 2015, Radicación 38957, folios 
329-332.
98 Corte Suprema de Justicia, Sentencia SP-17466-2015 del 16 de diciembre de 2015, Radicación 38957, folio 353.
99 “103. El edificio cercano del Museo 20 de julio, ‘la Casa del Florero’, fue utilizado por la fuerza pública para coor-
dinar la operación, así como para la identificación de las personas que salían del Palacio de Justicia. Autoridades 
militares de inteligencia registraban, interrogaban e identificaban a los sobrevivientes y separaban a las perso-
nas que consideraron sospechosas de pertenecer al M-19. Posteriormente, en la mayoría de los casos a los 
sobrevivientes ‘se les permitió ir a sus residencias o fueron trasladados a centros hospitalarios’. No obstante, 
los sobrevivientes denominados ‘especiales’ por la fuerza pública, eran llevados al segundo piso de la Casa del 
Florero. Varios de ellos fueron remitidos a instalaciones militares, entre ellas la Escuela de Caballería del Ejército 
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Nos apoyamos en algunos numerales de la sentencia de la Corte Interamericana, 
en los que se contextualiza la actividad desplegada por el Ejército dentro del 
Palacio de Justicia los días 6 y 7 de noviembre de 1985, así como la realizada 
en la Casa del Florero y en las instalaciones militares, entre ellas, la Escuela de 
Caballería del Ejército nacional y el Batallón de Inteligencia y Contrainteligencia 
“General Ricardo Charry Solano” (Binci).100
Defendemos la teoría de la autoría mediata y no la de la comisión por omi-
sión por posición de garante porque él, dada su condición de militar y de cabeza 
Nacional de Colombia (en adelante ‘Escuela de Caballería’) y el Batallón de Inteligencia y Contrainteligencia 
‘General Ricardo Charry Solano’ (BINCI) (en adelante ‘Batallón Charry Solano’). Una vez detenidos, ‘algunos 
[fueron] sometidos [a] torturas y posteriormente desaparecidos’. La determinación de si las presuntas víctimas 
del presente caso se encuentran dentro de este grupo de rescatados se realizará en los capítulos correspon-
dientes”. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Rodríguez Vera y otros desaparecidos del Palacio 
de Justicia vs. Colombia.
100 “93. En la mañana del 6 de noviembre de 1985 el M-19 tomó el Palacio de Justicia en lo que denominó la ‘Operación 
Antonio Nariño por los Derechos del Hombre’. En dicha operación participaron 35 personas: 25 hombres y 10 mu-
jeres. El Palacio de Justicia está ubicado en el extremo norte de la Plaza de Bolívar en la ciudad de Bogotá. 
 94. Entre ‘las 10:30 y las 11:00 de la mañana ingresaron a [las] instalaciones [del Palacio de Justicia] un total de 
siete personas armadas, vestidas de civil, quienes pertenecían al M-19’ y se ubicaron en diferentes oficinas del 
Palacio. Posteriormente, tres vehículos transportando a 28 guerrilleros ingresaron al sótano del Palacio ‘disparan-
do de manera indiscriminada’, ‘asesina[ron a] dos celadores privados’, y se inició un tiroteo entre los guerrilleros y 
‘algunos de los escoltas de los magistrados que se encontraban allí en ese momento’. Paralelamente, el grupo que 
había ingresado de civil, al escuchar los primeros disparos ‘desenfundó sus armas y anunció la toma armada por 
parte del M-19’. El M-19 tomó como rehén a las personas que se encontraban en ese momento en el Palacio de 
Justicia. Uno de los primeros lugares tomados por la guerrilla fue la cafetería ubicada en el primer piso. 
 95. El Presidente de la República, tras consultar a los ministros y a expresidentes, decidió ‘no negociar con los 
subversivos, pero […] buscar su rendición y el salvamento de las vidas de los rehenes’. Aproximadamente a la 
1:00 pm comenzó el operativo militar de la retoma del Palacio de Justicia con la entrada de tanques al sótano del 
edificio, donde se produjo un fuerte enfrentamiento entre el grupo guerrillero y los militares. Al respecto, el Tribunal 
Especial, constituido por el Estado para la investigación de los hechos (infra párr. 156), señaló que ‘la sangrienta 
y prolongada batalla causó numerosas bajas en ambos bandos, dio lugar al primer incendio en el sótano y se 
caracterizó por el empleo de armas automáticas, bombas y explosivos’ […].
 100. Los primeros sobrevivientes salieron del Palacio de Justicia en la tarde del 6 de noviembre. La mayoría salió 
por la entrada principal. No obstante, de acuerdo a la Comisión de la Verdad, a lo largo de la operación otros rehe-
nes salieron por el sótano, de los cuales existe poca documentación […].
 102. En la mañana del 7 de noviembre, tras la salida del emisario (supra párr. 98), hubo una explosión en una 
de las paredes del baño, lo cual dio inicio a una fuerte confrontación entre los guerrilleros y la fuerza pública. De 
acuerdo a la Comisión de la Verdad, el ataque ‘produjo una inmediata reacción de los guerrilleros que dispararon 
sus armas contra algunos rehenes que se encontraban en el baño’. Asimismo, dos guerrilleras se cambiaron sus 
uniformes por ropa de civil, entre las cuales se encontraba Irma Franco Pineda, presunta víctima en el presente 
caso (infra párr. 111). Las personas sobrevivientes ‘permanecieron [en el baño] hasta el mediodía del jueves 7 de 
noviembre’. Los guerrilleros inicialmente no permitieron la salida de los rehenes. Posteriormente permitieron la 
salida de las mujeres, y el guerrillero a cargo señaló que ‘[l]os que queda[ban se] mor[irían] todos’. Sin embargo, 
se permitió la salida de los hombres heridos y subsiguientemente del resto de los rehenes”. Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, Caso Rodríguez Vera y otros desaparecidos del Palacio de Justicia vs. Colombia.






visible del operativo como “defensor de la democracia”,101 integraba esa estruc-
tura de poder organizado en la que se convirtió el Ejército para dar lugar a los 
hechos descritos en el numeral 103 de la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.
Más allá de señalar si era o no el comandante de la Escuela de Caballería o 
del Batallón de Inteligencia y Contrainteligencia “General Ricardo Charry Solano” 
(Binci) y si en tales condiciones tenía o no posición de garante, la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia ha debido centrarse en el hecho de que en 
dichas instalaciones militares se cometieron crímenes internacionales. Para ello, 
sus acciones y omisiones atendieron a una cadena de mando dentro de la que se 
encontraba el coronel Plazas Vega y, por esta razón, ha debido ser condenado en 
calidad de autor mediato en estructuras de poder organizado.
La teoría de la autoría mediata, como sucede con las instituciones del derecho, 
tiene defensores y contradictores. Para los primeros, entre los que nos ubicamos, 
solo se requiere demostrar que existió una estructura de poder organizado y que la 
persona vinculada al proceso penal participó en ella. Para los segundos, no es sufi-
ciente demostrar tal vinculación, sino también la acción o la omisión desplegada.
Consideramos que ese argumento es válido en la comisión de un delito que no 
requiere de una estructura compleja para su ejecución ni de un equipo de trabajo 
que atienda órdenes de una cadena de mando, pero al tratarse de la comisión de 
crímenes internacionales, en los que se debe contar con una infraestructura y con 
un equipo de organizadores, planificadores y ejecutores, la situación es diferente. 
Por eso basta con demostrar la existencia de una estructura de poder organizada 
y su vinculación a ella.
En esas condiciones, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
ha debido condenar al coronel Plazas Vega, puesto que él, por su condición como 
oficial del Ejército y el rol que ocupó en la defensa del Palacio de Justicia, integró 
esa estructura de poder organizado en la que se convirtió el Ejército Nacional, 
para perpetrar los hechos relacionados por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el numeral 103 de su sentencia.
101 “¡Aquí, defendiendo la democracia, maestro!”, frase con la que se presentó el coronel Luis Alfonso Plazas Vega 
ante los colombianos el 6 de noviembre de 1985 cuando, como comandante de la Escuela de Caballería en 
Bogotá, se apareció en la Plaza de Bolívar para liderar la recuperación del Palacio de Justicia, asaltado a sangre 
y fuego por el M-19.  “Quién es el polémico coronel (r) Alfonso Plazas Vega”, El Tiempo, año9 de junio de 2010, 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-7746353 (acceso abril 20, 2017).
